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Resumen 
 

 
El juez del trabajo a la hora de resolver un asunto a su cargo debe dar aplicación al 

Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social en consonancia y sin contradecir 
las garantías constitucionales de la Carta de 1991. El principio de la congruencia obliga 
al juez a que falle sobre lo que le piden, sin excederse de ese marco fijado por las partes 
en el proceso, de otro lado, el artículo 50 del C. P. T. y S. S. le otorga facultades ultra y 
extra petita.  

 
Estas figuras jurídicas presentan tensiones entre sí, toda vez que, la esencia del 

principio de congruencia se opone a la facultad extra y ultra petita, pues, con las ultimas 
se busca otorgar lo que no se ha pedido o más de lo pedido. Quiere decir que existiría 
un fallo incongruente en un mayor o menor grado, pues, para emplear estas facultades 
necesariamente se requiere una petición deficiente ultra petita o inexistente extra petita. 
 

Esta situación repercute necesariamente en el derecho al debido proceso y derecho 
de defensa que le asiste a la contraparte, pues, desde que se presenta la demanda se 
le ha anunciado un marco de pretensiones, sobre las cuales, el juez posteriormente se 
pronuncia más allá o por fuera, frente a las que el demandando podría no haberse 
defendido haciendo un uso oportuno en la contestación de la demanda de las 
herramientas que le proporciona el ordenamiento jurídico para ejercer su defensa. 
 

Si bien para la estructuración de los presupuestos de un fallo ultra petita se requiere 
que los hechos que originan la decisión hayan sido debatidos, lo cierto es que, ello no 
ocurre en la etapa de la contestación, mecanismo de contradicción primigenio y 
fundamental del litigio. 
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Tampoco se indica en el artículo 50 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 

Social, cual va ser el escenario en que se deberían debatir esos hechos ni la oportunidad 
de contradicción y publicidad que tendría la contraparte para controvertirlos, lo que da 
cuenta de una carente delimitación del momento procesal en que podría defenderse el 
demandado. 

 
De ahí que, surge ante esta situación una pregunta que resolver y es puntualmente 

si ¿El juez laboral para emitir una condena dentro de un proceso ordinario laboral en uso 
de sus facultades ultra y extra petita tiene el deber de advertir al demandado / empleador 
sobre la necesidad de probar un determinado hecho que no fue enunciado en la 
demanda, pero si en la etapa de la practica probatoria? 
 

La respuesta a este interrogante consideramos, puede ser un alivio a las tensiones 
enunciada. Así, estimamos que debe existir el deber por parte del juez laboral de advertir 
a la parte pasiva del proceso la necesidad de probar un determinado hecho a efectos de 
que la tensión generada entre la aplicación ultra y extra petita del juez laboral frente al 
derecho al debido proceso del demandado empleador puede encontrar solución.  
 

En cualquier etapa del proceso y hasta antes del cierre del debate probatorio el juez 
debe emitir una decisión que advierta al demandado que se presentan hechos 
relacionados con el pago de salarios, prestaciones o indemnizaciones que no fueron 
pedidos en el líbelo demandatorio y que pueden configurarse probados en el proceso y 
que a su vez conmine a el extremo pasivo a allegar al proceso los elementos probatorios 
que acrediten el pago o no de los mismos. Esto a efectos de que la parte demandada 
tenga la oportunidad de defenderse de los mismos y no se encuentre sorprendida en la 
sentencia con la materialización de una condena que no previó al no hallarse dentro de 
las pretensiones iniciales de la demanda 
 
 

 
Palabras clave 

 
Derecho procesal, Derecho procesal laboral, facultades ultra y extra petita, Debido 

proceso.  
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Introducción 
 

La Constitución Política de 1991 
desarrolló en el país el denominado 
Estado Social de Derecho un cambio 
importante en el paradigma jurídico y de 
derechos que hasta entonces regía para 
Colombia pues pasó a configurar en la 
Carta principios y garantías que se 
encontraban dispersos en la legislación y 
otorgó a éstos un rango de aplicación 
directa. En dicho desarrollo normativo el 
derecho del trabajo no fue ajeno pues 
estipulo una serie de principios 
fundamentales importantes: la igualdad 
de oportunidades, estabilidad en el 
empleo, remuneración mínima vital, 
irrenunciabilidad de beneficios mínimos, 
primacía de la realidad y situación más 
favorable para el trabajador (Forero 
Vargas, 2018) y a su vez consagró en su 
artículo 53 la expedición del estatuto del 
trabajo, deuda histórica del Congreso de 
la República que a la fecha sigue sin 
saldar. 
 

Actualmente y paralelo a este 
desarrollo del derecho del trabajo en la 
Constitución Política y en la legislación 
laboral contamos con el Código Procesal 
del Trabajo y de la Seguridad Social (C. 
P. T. y S. S.) que, si bien tiene una 
expedición anterior a la Constitución, 
pues se aprobó con el Decreto Ley 2158 
de 1948 ha tenido sendas reformas 
inspiradas en el desarrollo tuitivo 
constitucional del trabajador como por 
ejemplo la más profunda de ellas: la Ley 
712 de 2001.  
 
Con lo anterior tenemos que el juez del 
trabajo a la hora de resolver un asunto a 
su cargo debe dar aplicación al Código 
Procesal del Trabajo y de la Seguridad 
Social en consonancia y sin contradecir 

las garantías constitucionales de la Carta 
de 1991. 
 

Sin embargo, este universo no es 
completo el estatuto adjetivo laboral no 
previó todas las situaciones en las que 
puede verse inmerso un juez a la hora de 
adelantar un proceso y en su artículo 145 
consagró la figura de la aplicación 
analógica que permite una remisión a las 
normas del otrora Código Judicial hoy 
reglamentado en la Ley 1564 de 2012 
bajo el título de Código General del 
Proceso (C. G. P.). 

  
Definido este marco normativo el 

juez cuenta con otra serie de limitaciones 
a su actividad judicial en la que 
encontramos el principio de la 
congruencia definido por Devís Echandía 
como: 

 
el principio normativo que 

exige la identidad jurídica entre lo 
resuelto, en cualquier sentido por 
el juez en la sentencia y las 
pretensiones y excepciones 
planteadas por las partes y entre 
la sentencia y las imputaciones 
formuladas al procesado y las 
defensas formuladas por este 
contra tales imputaciones; en 
todos los procesos, también entre 
la sentencia y lo ordenado por la 
ley que sea resuelto de oficio por 
el juzgador (Devis Echandía, 
1984) 

 
En otras palabras, el principio de la 

congruencia obliga al juez a que falle 
sobre lo que le piden, sin excederse de 
ese marco colocado por las partes en el 
proceso.  
 

Ahora bien, justamente en la 
especialidad laboral el juez del trabajo 
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encuentra una facultad que le permite 
excepcionar dicho molde que le impone 
la congruencia para dictar la sentencia, 
hablamos del artículo 50 del C. P. T. y S. 
S. que consagra las facultades ultra y 
extra petita en los siguientes términos:  
 

El Juez podrá ordenar el pago de 
salarios, prestaciones o 
indemnizaciones distintos de los 
pedidos, cuando los hechos que los 
originen hayan sido discutidos en 
el proceso y estén debidamente 
probados, o condenar al pago de 
sumas mayores que las demandadas 
por el mismo concepto, cuando 
aparezca que éstas son inferiores a 
las que corresponden al trabajador, 
de conformidad con la ley, y siempre 
que no hayan sido pagadas. (Código 
Procesal del Trabajo, 1948, Artículo 
50) 

 
En ese sentido, se extrae de la 

anterior disposición normativa que el 
juez laboral encuentra una gran 
diferencia con sus homólogos de otras 
especialidades como civil o 
administrativa, pues puede a la hora de 
fallar otorgar más de lo pedido por el 
trabajador justamente en desarrollo de la 
protección por ser el extremo más débil 
de la relación laboral.  
 

Ahora bien, esa facultad que 
podríamos llamar oficiosa del juez puede 
presentar una serie de problemas para 
los usuarios de la administración de 
justicia, concretamente, para quien funge 
como demandado en un proceso laboral, 
pues, puede llegar a enfrentarse a la 
difícil situación de que el juez en su 
decisión lo condene al pago de ciertas 
obligaciones que no fueron solicitadas en 
la demanda pero que una vez discutidos 

en la práctica probatoria consideró su 
viabilidad en la condena.  

 
Por ejemplo, imaginémonos la 

siguiente situación: En la demanda el 
trabajador solicitó el pago de la 
indemnización por despido sin justa 
causa y el empleador ejerció su derecho 
de contradicción en la contestación 
alegando que para su despido se 
amparó en una justa causa, pero, 
cuando el Juez realizó los interrogatorios 
de parte preguntó al trabajador si el 
demandado había pagado a la 
finalización del contrato de trabajo la 
liquidación final, a lo que aseguró que a 
la fecha no había recibido suma alguna 
por tal concepto. 

 
El Juez luego de practicar la totalidad 

de las pruebas decidió condenar a la 
empresa demandada al pago de 
prestaciones sociales y a la 
indemnización moratoria contemplada 
en el artículo 65 del C. S. T.  
 

Con este panorama encontramos que 
pueden generarse tensiones entre el 
carácter tuitivo del derecho laboral y la 
garantía al debido proceso del 
demandado, quien se enfrentaría a una 
condena respecto de la cual no pudo 
oponerse en la contestación de la 
demanda con medios de pruebas y 
argumentos de hecho y derecho.  
 

A su vez, nos enfrentamos a la 
ausencia de un marco normativo que 
regule las facultades del artículo 50 del 
C. P. T. y S. S. para el juez y que le 
imponga la obligación de advertir a la 
parte que puede verse afectada con la 
decisión ultra o extra petita de la 
necesidad de probar un determinado 
supuesto fáctico. 
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Si bien en la norma en mención se 
indica que deben haberse discutido y 
probado los hechos que originen la 
condena, lo cierto es que no resulta del 
todo claro si, por ejemplo; tal limitación 
requiere de un espacio de contradicción 
para que el demandado pueda oponerse 
a la nueva circunstancia fáctica surgida 
en el trámite de la practica probatoria, 
cual es el término con que cuenta para 
refutar las pruebas o si el juez puede 
fallar con base en prueba sumaria. 
 

Es por este escenario que nos 
plantemos la siguiente pregunta 
problema: ¿El juez laboral para emitir 
una condena dentro de un proceso 
ordinario laboral en uso de sus 
facultades ultra y extra petita tiene el 
deber de advertir al demandado / 
empleador sobre la necesidad de probar 
un determinado hecho que no fue 
enunciado en la demanda, pero si en la 
etapa de la practica probatoria?  
 

Dentro del presente trabajo de 
investigación es importante aclarar que 
no buscamos desarrollar ideas que 
cuestionen el carácter proteccionista de 
la legislación laboral frente al trabajador, 
sino proponer una herramienta que 
permitan adelantar un juicio más 
garantista para todas las partes del 
proceso, por lo que, consideramos que 
con la inclusión de una oportunidad 
procesal reglada en la que se le permita 
al demandado aportar y contradecir un 
supuesto factico que surja en el debate 
probatorio, se respetaría en mayor 
medida la garantía constitucional al 
debido proceso sin suprimir o envilecer 
los derechos del trabajador. La hipótesis 
aquí planteada no requiere como método 
de implementación exclusivo, de 
reformas legislativas, pues en virtud del 
artículo 40 y 48 del mismo estatuto 

procesal laboral pueden definirse los 
lineamientos por cada juez en el marco 
de cada proceso. 

 
La especialidad del trabajo guarda 

sendas particularidades respecto de 
otras, de hecho, hoy en día algunos 
autores se atreven a incluir al derecho 
laboral un apellido más, denominándolo 
una especialidad “social”. (Torres 
Tarazona & Corredor Avendaño, 2018). 
Esto obedece entre otras cosas a la 
calidad de sus partes y a la incidencia en 
el quehacer diario, pues como lo indica el 
profesor Germán Valdés aun cuando no 
se quiera ser laboralista el derecho 
laboral está presente en la actividad 
diaria de cualquiera que tenga la 
condición de trabajador o empleador. 
(Valdés Sánchez, 2019) 
 

Por eso el objeto de este escrito 
resulta de singular importancia dado que 
analizar las facultades ultra y extra petita 
del juzgador del trabajo sirve como 
herramienta de preparación para los 
profesionales que se encuentren frente 
al escenario de defender derechos de 
trabajadores o morigerar los intereses de 
los empresarios en un escenario judicial. 
Pues, recordemos que estas facultades 
no son propias de todas las 
especialidades jurisdiccionales, pues 
difícilmente podremos encontrarlas en 
una sentencia civil o contencioso 
administrativa como lo veremos más 
adelante.  
 
 Llegar a un proceso judicial en el 
que se discuta únicamente el pago de las 
prestaciones sociales por un despido 
indirecto y encontrarse con una 
sentencia en la que se reconozca el pago 
de dichas prestaciones junto con 
indemnizaciones e incluso pagos a 
seguridad social puede sonar algo turbio 
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cuando el objeto del litigio era más 
limitado, por ello, consideramos que 
analizar la incidencia de las facultades 
extraordinarias de condenar más allá de 
lo pedido por un juez laboral resulta 
relevante no solo como objeto de mero 
estudio académico, sino también desde 
un enfoque práctico.  
 

Es importante aclarar que, si bien 
se puede encontrar dentro de la literatura 
textos referentes a las facultades ultra y 
extra petita, esta investigación no 
pretende ser descriptiva de la realidad 
conocida, es decir, no pretende entrar a 
definir lo que ya está puntualizado hace 
mucho en la academia, como la 
necesidad o no de dichas facultades o su 
utilización o no en la especialidad 
laboral. Con este texto queremos 
proponer cómo el desarrollo práctico de 
dichas facultades requiere de reglas 
claras y expresas para que el juez pueda 
desechar el principio de congruencia 
dando paso a un fallo que vaya más allá 
de lo que haya sido pedido en el líbelo 
demandatorio.  
 

Definido lo anterior creemos 
oportuno señalar que nuestro objetivo 
principal se encamina a proponer una 
herramienta que permitan al juez laboral 
adelantar juicios de una manera más 
garantista para las partes del proceso, 
cuando haga uso de las facultades ultra 
y extra petita. 
 

Como objetivo específico de 
contextualización definimos la necesidad 
de explicar las facultades ultra y extra 
petita con las que cuenta el juez laboral 
en el desarrollo de los procesos 
ordinarios laborales de primera instancia. 
 

Ahora bien, respecto de la 
conceptualización consideramos de 

importancia analizar las posibles 
opciones con que cuenta el juez del 
trabajo para utilizar las facultades ultra y 
extra petita sin violaciones al debido 
proceso.  
 

Para finalmente definir como 
objetivo de corroboración el siguiente: 
Generar una alternativa que permita al 
fallador de la especialidad laboral utilizar 
la figura del ultra y extra petita en sus 
decisiones judiciales reduciendo al 
mínimo la tensión con otras garantías 
constitucionales de los actores. 
 
 
Método 
 

En esta investigación se realizó un 
análisis desde la dimensión de la 
legitimidad. Lo anterior, como resultado 
de considerar que si bien el artículo 50 
del C. P. T. y S. S. propende por una 
protección al trabajador entendiéndolo 
como el menos fuerte en la relación 
laboral, surge oportuno cuestionarse 
hasta qué punto esa garantía puede 
opacar otros derechos de índole 
constitucional. 
 

De igual forma, es importante 
identificar si ese consenso social a favor 
del trabajador se encuentra presente hoy 
también en la sociedad a través de las 
decisiones de los jueces o si por el 
contrario se ha caminado desde las 
decisiones judiciales a una 
desprotección de garantías procesales 
del empleador por aplicar facultades 
favorables al trabajador. 
 

Consideramos importante señalar 
que al realizar un análisis del problema 
investigativo desde la legitimidad, como 
ya se mencionó, sirve para describir la 
tensión que se encuentra entre las 
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facultades ultra y extra petita con el 
debido proceso ya que estas dos son de 
raigambre constitucional, es decir, 
ambas encuentran cabida en la Carta 
Política del 91 por lo que resulta 
importante analizar cuál de ellas cuenta 
con más respaldo desde la óptica de las 
metas colectivas fijadas por el 
constituyente o, si en ultimas, el 
resultado de la visión política que 
consagró dicha norma no contraviene 
realmente otras garantías 
constitucionales. 
 

Así mismo, asumimos un enfoque 
de investigación cualitativo apoyados en 
la indagación documental de 
providencias judiciales y doctrinantes del 
derecho que han definido las categorías 
aquí estudiadas. Aclarando que no se 
pretende hacer un estudio revisionista 
respecto del debido proceso y las 
facultades ultra y extra petita en el litigio 
laboral, sino se propende por a partir de 
dichas definiciones generar una nueva 
tesis que los operadores de justicia 
pueden utilizar en el desarrollo del 
proceso laboral. 
 
 
Discusión  
 
La facultad ultra y extra petita como 
piedra angular del derecho procesal 
del trabajo. 
 

El derecho procesal, en general, 
puede definirse como el vector 
encargado de materializar el derecho 
sustantivo. Isaías Rodríguez Díaz 
citando al doctor Alberto Trueba Urbina 
indica la relación estrecha que existe 
entre el derecho procesal y material pues 
“lo define como el instrumento para 
hacer efectivo, a través del proceso, el 
derecho sustantivo” (Montoya Millán & 

Díaz, 2011). Es así como el derecho 
procesal adquiere gran importancia para 
el ciudadano pues es gracias a estos 
procedimientos que se materializa su 
derecho objetivo. 
 

Dentro las grandes corrientes del 
derecho procesal general, algunos 
sustentan la existencia de un solo 
derecho procesal para todas las 
especialidades, como también se 
encuentran quienes defendemos la 
necesidad de ubicar un acápite 
especifico para el derecho procesal del 
trabajo dada la singularidad de los 
conflictos que allí se definen.  
 

Quienes no comparten esta tesis, 
en parte lo hacen al considerar que los 
principios generales del derecho 
procesal son aplicables a todos los 
procesos sin distinción alguna, es decir, 
los mismos principios que podríamos ver 
en un juicio laboral, serían aquellos que 
encontraríamos en uno de naturaleza 
civil o administrativa, pues como lo 
define el profesor Luigi de Itala (De 
Litala, 1949), citando por el profesor 
Podetti, para poder categorizar un 
derecho procesal autónomo debe existir 
un grupo de principios e institutos 
propios en ese proceso y no en otros 
(Podetti, 1949); sin embargo, quienes 
más defienden la tesis general del 
proceso curiosamente responden a 
concepciones arraigadas al derecho 
procesal civil únicamente. Aún así, para 
el profesor Itala el derecho procesal 
laboral como rama autónoma del 
derecho procesal si tiene plena validez 
como ya lo veremos. 
 

Sustentando las posturas 
anteriores podemos encontrar que 
dentro de los grandes principios 
fundamentales del derecho procesal civil 
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los autores definen como los más 
comunes el principio de acceso a la 
justicia, publicidad, lealtad, economía 
procesal e igualdad procesal (López 
Blanco, 2019) y también dentro de los 
principios propios del proceso de la 
especialidad del trabajo otros encuentran 
como los más significativos a resaltar la 
publicidad, oralidad, inmediación, 
celeridad, concentración celeridad y 
equilibrio entre las partes (Ortiz Cabrera, 
2016) con ello podemos encontrar que 
tanto en el escenario de la jurisdicción 
ordinaria en sus especialidades civil y 
laboral los principios rectores encuentran 
grandes semejanzas; no obstante, 
dentro de la igualdad procesal del 
profesor López Blanco y el equilibrio 
entre las partes del profesor Ortiz 
Cabrera existe una importante 
diferencia. Si bien, ambos autores 
reconocen la igualdad como fruto del 
artículo 13 de la Constitución Política y 
que esta igualdad no es solo formal sino 
material, el primero deja de lado la 
existencia del principio o las facultades 
ultra y extra petita, omisión acertada y 
que no resulta para nada extraña pues 
dentro de la especialidad civil el principio 
de la congruencia guarda un papel 
fundamental.  
 

La congruencia como ya fue 
definida en párrafos anteriores no es otra 
cosa que el principio normativo que 
establece la concordancia que debe 
existir entre lo que la persona pide en su 
demanda y lo que el juez debe fallar; en 
desarrollo de este principio el Código 
General del Proceso estableció en su 
artículo 281 la imposibilidad de fallar más 
allá de lo pedido: 
 

La sentencia deberá estar 
en consonancia con los hechos y 
las pretensiones aducidos en la 

demanda y en las demás 
oportunidades que este código 
contempla y con las excepciones 
que aparezcan probadas y 
hubieren sido alegadas si así lo 
exige la ley. 

 
No podrá condenarse al 
demandado por cantidad superior 
o por objeto distinto del pretendido 
en la demanda ni por causa 
diferente a la invocada en esta. 

 
Si lo pedido por el demandante 
excede de lo probado se le 
reconocerá solamente lo último. 

 
En la sentencia se tendrá en 
cuenta cualquier hecho 
modificativo o extintivo del 
derecho sustancial sobre el cual 
verse el litigio, ocurrido después 
de haberse propuesto la 
demanda, siempre que aparezca 
probado y que haya sido alegado 
por la parte interesada a más 
tardar en su alegato de conclusión 
o que la ley permita considerarlo 
de oficio. 

 
Otorgando, además en su 

parágrafo primero la excepción para que 
en procesos de familia se pueda, 
excepcionalmente, fallar con facultades 
ultra y extra petita cuando se trate de una 
máxima protección a los niños, niñas, 
adolescentes, personas de la tercera 
edad o discapacitados, es decir, 
personas de que requieran de lo que 
conocemos como una especial 
protección constitucional.  
 

Por lo visto anteriormente, la 
especialidad civil tiene prohibido para 
sus jueces que fallen más allá de lo que 
la parte por intermedio de su abogado 
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solicite, situación contraria a la ocurrida 
en la competencia de los jueces del 
trabajo.  
 

Cuando nos ubicamos dentro del 
proceso ordinario laboral, encontramos 
en primera medida que se cuenta con 
una reglamentación especifica 
consagrada en el Decreto Ley 2158 de 
1948 o comúnmente llamado Código 
Procesal del Trabajo y de la Seguridad 
Social, lo que se traduce que en principio 
no somos susceptibles de utilizar el 
Código General del Proceso pues 
contamos con una norma expresa para 
regir nuestro procedimiento. Sin 
embargo, en virtud de la figura de la 
aplicación analógica las normativas del 
C. G. P. pueden ser aplicadas en casos 
de vacíos normativos del estatuto 
procesal del trabajo. Así lo reconoce 
además Gerardo Botero Zuluaga al 
indicar que: 

 
Nuestro C. P. T. y S. S. aun 

conserva su vigencia y 
ampliación, manteniendo su 
propia estructura y autonomía, no 
puede desconocerse que aquel 
logra impactar en forma 
trascendente e importante los 
procesos laborales, no 
sustituyéndolos, en cuanto estos 
mantienes sus propias reglas e 
instituciona, sino acudiendo a sus 
normativas para aplicarlas por 
analogía ante los vacíos que 
existen en nuestra codificación. 
(Botero Zuluaga, 2016) 

 
Lo anterior, materializado en el 

artículo 145 del estatuto procesal del 
trabajo que si bien en su texto se refiere 
al Código Judicial debe entenderse como 
el otrora Código de Procedimiento Civil 
hoy Código General del Proceso. 

Habiendo aclarado que la 
remisión al C. G. P. es excepcional y 
subsidiaria, encontramos que el artículo 
50 determina que tratándose del proceso 
laboral el juez sí cuenta con facultades 
ultra y extra petita a favor del trabajador 
para reconocer prestaciones, 
indemnizaciones o salarios sí y solo sí 
dentro del debate probatorio surtido 
dentro del proceso las situaciones 
fácticas que den lugar a dichos 
reconocimientos i) hayan sido discutidas 
y ii) hayan sido probadas. También podrá 
cambiar los montos a reconocer en 
mayor o menor medida siempre y 
cuando se cumplan con los requisitos 
anteriores.  
 

Con ello encontramos que el 
procedimiento establecido por el 
legislador cuenta con una herramienta 
especialísima y exclusiva para ser usada 
a favor del trabajador y que reviste de 
plena autonomía el proceso laboral 
frente a cualquiera de las otras 
especialidades de la jurisdicción. 
 
 
De la tensión entre la facultad ultra y 
extra petita y el debido proceso.  
 

Ahora bien, habiendo escudriñado 
lo especial de la competencia de los 
jueces del trabajo materializado en el 
principio ultra y extra petita es momento 
de discutir acerca de como esta figura 
encuentra cierta tensión frente al 
derecho fundamental al debido proceso.  
 

La Corte Constitucional ha 
definido el derecho al debido proceso 
como el conjunto de garantías previstas 
en el ordenamiento jurídico, a través de 
las cuales se busca la protección del 
individuo incurso en una actuación 
judicial o administrativa, para que 
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durante su trámite se respeten sus 
derechos y se logre la aplicación correcta 
de la justicia. (Corte Constitucional, C-
341, 2014) 
 

Así las cosas, el derecho al debido 
proceso se puede entender, como el 
derecho a ser oído y contar con todas las 
garantías procesales para una correcta 
resolución del conflicto. 
 

El derecho fundamental al debido 
proceso comprende una pluralidad de 
principios que están encaminados al 
correcto desarrollo de las actuaciones de 
las autoridades judiciales. 
 

Uno de estos principios y que 
también ha sido concebido como un 
derecho, es el derecho a la defensa, el 
cual se ha reconocido 
jurisprudencialmente como una garantía 
para quienes acceden a la 
administración de justicia, en tanto este 
principio les impone a los jueces el deber 
de velar porque se mantenga la igualdad 
entre quienes son parte y están 
vinculados al proceso con la finalidad de 
que los mismos puedan participar del 
debate y controvertir los argumentos 
aludidos por la contraparte (Corte 
Constitucional T-006, 1992) 
 

El derecho de defensa, a su vez, 
implica la facultad procesal de pedir y 
allegar pruebas y también el de 
controvertirlas. 
 

A su vez, en la esencia del debido 
proceso, surge otro principio relevante 
para este estudio, como lo es el principio 
de congruencia, el cual se erige como 
una verdadera garantía del derecho 
fundamental al debido proceso a las 
partes en el proceso judicial, en el 
sentido que al juez de la causa solo le 

resulta permitido emitir pronunciamiento 
con base en lo pretendido, lo probado y 
lo excepcionado. 
 

Sobre el tema, la Sala de Laboral 
de la Corte Suprema ya ha tenido la 
oportunidad de pronunciarse. Así, por 
ejemplo, en la providencia SL17741-
2015, dijo: 
 

(…) bien cabe recordar que la 
congruencia de la sentencia 
judicial hace referencia a la 
relación que debe mediar entre la 
providencia y los sujetos, el objeto 
y la causa del proceso, pues en 
últimas, el juez debe fallar entre 
los límites de lo pedido y lo 
controvertido (…) (Corte Suprema 
de Justicia, Sala de Casación 
Laboral, SL17741, 2015) 

 
Ahora, en materia laboral existe 

un principio que se encuentra en tensión 
con los antes expuestos, el cual es 
conocido como ultra o extra petita y que 
le permite al juez de única o primera 
instancia, conceder en su fallo más de lo 
que el trabajador solicitó en la demanda. 
 

Así, se entiende ultra petita, 
aquella facultad que le permite al juez 
otorgar al trabajador más de lo que ha 
solicitado, si lo encuentra probado. 
 

Entre tanto, extra petita, es la 
facultad que le permite al juez otorgar al 
trabajador lo que este no ha pedido, pero 
que encuentra probado que tiene 
derecho. 
 
Este principio-facultad del juez laboral se 
encuentra contenido en el artículo 50 del 
Código Procesal del Trabajo y de la 
Seguridad Social, asi: 
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El Juez de (primera instancia) 
podrá ordenar el pago de salarios, 
prestaciones o indemnizaciones 
distintos de los pedidos, cuando 
los hechos que los originen hayan 
sido discutidos en el proceso y 
estén debidamente probados, o 
condenar al pago de sumas 
mayores que las demandadas por 
el mismo concepto, cuando 
aparezca que éstas son inferiores 
a las que corresponden al 
trabajador, de conformidad con la 
ley, y siempre que no hayan sido 
pagadas 

 
Esta facultad debe aclararse le 

compete tanto al juez de primera como al 
de única instancia (Corte Constitucional 
C-662, 1998) y excepcionalmente al juez 
de segunda instancia (Corte Suprema de 
Justicia, Sala de Casación Laboral, SL 
37524, 2011) 
 

En lo que tiene que ver con los 
presupuestos que deben verificarse para 
emitir un fallo extra o ultra petita la Sala 
Laboral de la Corte Suprema ha 
señalado: 
 
Fallos extra petita:  
 

1. Que los hechos que originan la 
decisión hayan sido debatidos en 
el proceso. 

2. Que esos hechos estén 
debidamente acreditados. 
 

Fallos ultra petita: 
 

1. La petición impetrada en el escrito 
de demanda sea inferior a la 
estatuida en la norma laboral. 

2. Que del juicio no se advierta que 
el mayor valor hubiese sido 
cancelado al trabajador acreedor 

(Corte Suprema de Justicia, Sala 
de Casación Laboral, SL3614, 
2020) 

 
Estas facultades son excepcionales y 

en materia laboral han sido incluidas en 
el ordenamiento jurídico teniendo en 
cuenta que con ellas se puede lograr que 
se efectivice el principio de 
irrenunciabilidad de los derechos 
consagrados a favor del trabajador, pues 
de no haberse facultado al juez laboral 
para proferir fallos ultra y extra petita no 
se podrían conjurar deficiencias en la 
materialización de este tipo de derechos 
respecto de los cuales no puede 
disponer el propio trabajador.  
 

Así, el legislador implementó una 
regla jurídica para que se pudiesen 
materializar los principios reconocidos 
constitucionalmente, tomando como 
base los derechos ciertos e indiscutibles. 
 

Ahora, por su propia naturaleza el 
derecho al debido proceso y las 
facultades ultra y extra petita en materia 
laboral presentan puntos de tensión. 
 

Así, el principio de congruencia como 
se dijo es el cotejo de la sentencia con 
las pretensiones, al igual que con las 
excepciones y los fundamentos fácticos 
de las unas y de las otras, que impide al 
juez fallar por fuera de esos contornos. 
 

Claramente, esta definición se opone 
a la facultad extra y ultra petita, pues, con 
estas facultades se busca otorgar lo que 
no se ha pedido o mas de lo pedido.  
 

Quiere decir que en cualquiera de 
estos dos últimos casos existiría un fallo 
incongruente en un mayor o menor 
grado, pues, para emplear estas 
facultades necesariamente se requiere 
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una petición deficiente ultra petita o 
inexistente extra petita. 
 

Esta situación repercute 
necesariamente en el derecho de 
defensa que le asiste a la contraparte, 
pues, desde que se presenta la demanda 
se le ha anunciado un marco de 
pretensiones, sobre las cuales, el juez 
posteriormente se pronuncia más allá o 
por fuera, frente a las que -el 
demandando- podría no haberse 
defendido haciendo un uso oportuno -en 
la contestación de la demanda- de las 
herramientas que le proporciona el 
ordenamiento jurídico para ejercer su 
defensa. 
 

Si bien para la estructuración de los 
presupuestos de un fallo ultra se requiere 
que los hechos que originan la decisión 
hayan sido debatidos, lo cierto es que, 
ello no ocurre en la etapa de la 
contestación, mecanismo de 
contradicción primigenio y fundamental 
del litigio pues es la única oportunidad 
con la que cuenta el demandado para 
allegar el material probatorio que 
pretende hacer valer en el litigio. 
 

Tampoco se indica en el artículo 50 
del Código Procesal del Trabajo y de la 
Seguridad Social, cual va ser el 
escenario en que se deberían debatir 
esos hechos ni la oportunidad de 
contradicción y publicidad que tendría la 
contraparte para controvertirlos, lo que 
da cuenta de una carente delimitación 
del momento procesal en que podría 
defenderse el demandado. 
 

Todas estas problemáticas, 
desmejoran el ejercicio del derecho al 
debido proceso del demandado en un 
proceso laboral y aunque se justifican 
bajo el principio de irrenunciabilidad de 

los derechos consagrados a favor del 
trabajador, lo cierto es que, generan una 
tensión que debe ser modulada en el 
entendido, como se ha venido 
desarrollando, que puede generarse una 
condena “sorpresiva” a la parte 
demandada al ser obligada a pagar un 
monto que originalmente no se solicitó y 
del que no tuvo la oportunidad de 
pronunciarse en la demanda.  
 
 
La advertencia a las partes como 
herramienta de distención de 
derechos.  
 

Luego de hacer un estudio de la 
especialidad del proceso laboral, de su 
eje angular: la facultad ultra y extra petita 
y de la tensión que se genera en la 
práctica con el derecho al debido 
proceso, se considera de suma 
importancia ahondar en lo que 
consideramos puede llegar a ser una 
herramienta de gran importancia para 
que las facultades ultra y extra petita del 
juez se sigan desarrollando sin afectar 
otras garantías constitucionales de las 
partes. 
 

Dentro de las múltiples figuras que 
el C. G. P. introdujo en el ordenamiento 
jurídico colombiano hay una que puede 
llegar a brindarnos la posibilidad de 
distender la facultad oficiosa del juez con 
la protección al debido proceso de la 
parte demandada. 
 

Dicha categoría ya se encuentra 
introducida en el ordenamiento 
colombiano y no supone la creación de 
una figura sui generis o nada de extrema 
innovación, por el contrario, la misma se 
encuentra desde el año 2012 dentro de 
la legislación y se reviste de plena 
facilidad para los operados judiciales.  
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Nos referimos simplemente a un 

pronunciamiento que el juez laboral debe 
realizar a titulo de advertencia cuando 
considere que los requisitos establecidos 
en el artículo 50 del C. P. T. y S. S. se 
encuentren posiblemente cumplidos 
para dar paso a la aplicación de las 
facultad extra o ultra petita.  
 

Referenciamos que el mismo ya 
se encuentra estipulado en la legislación 
por lo siguiente: La Ley 1564 de 2012 sin 
duda fue un antes y un después dentro 
del ordenamiento procesal del país. Una 
las figuras más representativas que trajo 
dicha reforma judicial fue la que 
conocemos como la Carga Dinámica de 
la Prueba; esta figura supone “poner en 
cabeza de quien está en mejores 
condiciones de probar determinados 
hechos, el peso de hacerlo” (Bordalí-
Salamanca, 2020)  
 

En el artículo 167 del C. G. P. se 
estableció dentro de la regulación de la 
carga de la prueba la posibilidad de que 
el juez pudiera distribuir la carga de 
probar determinado hecho a las partes; 
Empero, para realizar esta disposición 
debe hacerlo mediante providencia 
susceptible de recurso, es decir, debe 
mediar una decisión motivada del juez 
que advierta a la parte demandada la 
imposición de la gestión probatoria 
especial, estableciendo con ello una 
regla de conducta para el sujeto procesal 
previo a aplicar las consecuencias 
probatorias a que haya lugar.  

 
Es decir, el juez no puede 

simplemente en la sentencia limitarse a 
indicar que equis parte no probó 
determinado hecho que estaba en 
situación más favorable de probar y 
aplicar una consecuencia negativa, 

cuando dentro del trámite probatorio o en 
cualquier momento del proceso antes de 
cerrado el debate no profirió una decisión 
que establecía esa carga a la parte 
afectada.  
 

Es con ello que se considera que 
la expedición de una providencia que se 
encargue de advertir a la parte afectada 
de una posible consecuencia negativa en 
caso de no probar determinado hecho 
puede ayudar a superar la tensión que 
hemos definido en párrafos anteriores. 
 

Es importante precisar que la Real 
Academia de la Lengua Española define 
la acción de advertir como avisar con 
amenazas (Española, s.f.), es decir, la 
advertencia para nuestro caso puede 
entenderse como el aviso que hará el 
juez en su calidad de director del proceso 
y revestido de jurisdicción previo a 
aplicar una consecuencia jurídica.  

 
Como es sabido, el juez dentro del 

escenario se comunica mediante 
providencias por lo que dicha 
advertencia debe constar en un auto 
emitido en el momento procesal 
oportuno y previo a cierre del debate 
probatorio en el que el juez advierta que 
un hecho no solicitado por el trabajador 
en la demanda puede hallarse probado, 
es decir, el operador judicial no debe 
esperar a que el hecho a discutir se 
encuentre probado pues ya no habría 
lugar a advertir nada, sino cuando de los 
hechos mismos de la demanda o del 
interrogatorio surja la duda de su 
consecución. 
 

De igual forma, esta advertencia 
podrá ir acompañada de la facultad del 
juez de solicitar pruebas de oficio a 
efectos de determinar plenamente la 
situación a probar, pues recordemos que 
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conforme lo dispone el artículo 54 del C. 
P. T. y S. S. el juez laboral adicional a los 
medios de prueba solicitados por las 
partes puede decretar los que considere 
indispensables para el pleno 
convencimiento o esclarecimiento de los 
hechos.  
 
 
Conclusión. 
 

Consideramos que sí debe existir 
el deber por parte del juez laboral de 
advertir a la parte pasiva del proceso la 
necesidad de probar un determinado 
hecho a efectos de que la tensión 
generada entre la aplicación ultra y extra 
petita del juez laboral frente al derecho al 
debido proceso del demandado 
empleador puede encontrar solución. Es 
así como podemos ultimar que en 
cualquier parte del proceso y hasta antes 
del cierre del debate probatorio el juez 
debe emitir una decisión que advierta al 
demandado que se presentan hechos 
relacionados con el pago de salarios, 
prestaciones o indemnizaciones que no 
fueron pedidos en el líbelo demandatorio 
y que pueden configurarse probados y 
por lo tanto objeto de una posible 
condena en el proceso y que a su vez 
conmine al extremo pasivo a allegar al 
expediente los elementos probatorios 
que acrediten el pago o no de los 
mismos.  

 
Lo anterior, a efectos de que la 

parte demandada tenga la oportunidad 
de defenderse de los mismos y no se 
encuentre sorprendida en la sentencia 
con la materialización de una condena 
que no previó al no hallarse dentro de las 
pretensiones iniciales de la demanda.  

 
Esta decisión no crea ni modifica 

en lo absoluto el proceso laboral ni 

tampoco supone la necesidad de 
modificaciones de índole sustanciales 
dentro del mismo, pues como se indicó 
puede ser emitida en cualquier parte del 
proceso siempre y cuando el debate 
probatorio no se encuentre cerrado.  
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